
I. Disposiciones generales

MINISTERIO DE JUSTICIA

23464 CORRECCION de errores del Real Decreto 2273/ 
1977, de 29 de julio, por el que se modifica el 
Reglamento de los Servicios de Instituciones Peni­
tenciarias.

Advertidos errores en el texto remitido para su publicación 
del citado Real Decreto, inserto en el «Boletín Oficial del 
Estado» número 210, de fecha 2 de septiembre último, se 
transcribe a continuación la oportuna rectificación.

En el artículo 70, párrafo tercero, donde dice: «destino a 
otro trabajo o establecimiento por razón de enfermedad sufi­
cientemente acreditada», debe decir: «destino a otro trabajo 
o establecimiento o por razón de enfermedad suficientemente 
acreditada».

En el artículo 71, párrafo tercero, donde dice: «con el 
límite de uno por cada día de trabajo y de setenta y cinco 
días», debe decir: «con el límite de uno por cada día de 
trabajo y de ciento setenta y cinco días».

MINISTERIO DEL INTERIOR

23465 ORDEN de 15 de septiembre de 1977 por la que se 
delegan determinadas atribuciones del Ministro en 
los Subsecretarios, Directores generales y otras 
autoridades del Departamento.

Mediante la Orden ministerial de 31 de enero de 1977, modi­
ficada por la de 25 de abril del mismo año, se dispuso la dele­
gación de determinadas atribuciones del Ministro en los Sub­
secretarios, Directores generales y otras autoridades del De­
partamento.

La reestructuración que el Real Decreto 1556/1977, de 4 de 
julio, ha llevado a cabo en la Administración Central del Esta­
do, ha dado lugar a la integración de las Direcciones Generales 
de Correos y Telecomunicación y de Sanidad en nuevos Depar­
tamentos ministeriales y al cambio en la denominación del Mi­
nisterio de la Gobernación y de algunos de los Organos a los que 
corresponde el ejercicio de las facultades delegadas.

La conveniencia de que las normas reguladoras de esta de­
legación se ajusten a la realidad orgánica del Departamento 
hace necesario formalizar las modificaciones precisas para su 
adecuación a la estructura actual del Ministerio del Interior.

En consecuencia, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 22 de la Ley de Régimen Jurídico de la Administración 
del Estado, que autoriza la delegación de atribuciones entre los 
Organos de la Administración Pública, he dispuesto lo siguiente:

Artículo l.° Sin perjuicio de las atribuciones que le confie­
ren los artículos 15 y 17 de la Ley de Régimen Jurídico'de la 
Administración del Estado y de lo dispuesto en los Decretos 
1067/1960, de 7 de septiembre, y 1826/1961, de 22 de septiembre, 
sobre desconcentración y transferencia de competencias en este 
Ministerio, quedan delegadas en el Subsecretario del Interior, 
salvo lo dispuesto en el artículo segundo de esta Orden, las 
siguientes atribuciones: •

a) Autorizar y disponer los gastos propios de los Servicios 
del Ministerio del Interior y todos los incididos en los progra­
mas de inversiones públicas, dentro del limite de los créditos 
autorizados, y la aprobación de expedientes de ejercicios cerra­
dos, así como la facultad de interesar del Ministerio de Ha­
cienda la ordenación de los pagos correspondientes, salvo lo 
dispuesto en el articulo tercero de esta Orden.

b) Las facultades que la Ley de Contratos del Estado y su 
Reglamento General confieren al titular del Departamento en 
materia de contratación, sin limitación de cuantía.

c) Resolver las contiendas que surjan entre autoridades ad­
ministrativas dependientes del Departamento.

d) Resolver dentro de la vía administrativa, cuando no co­
rresponda a una autoridad inferior, los recursos que procedan 
contra las resoluciones de los Organismos y autoridades del 
Departamento.
 e) Cuantas facultades otorgue al Ministro el Decreto 176/

1975, de 30 de enero, que regula las indemnizaciones por razón 
de servicio, sin perjuicio de lo dispuesto en los párrafos dos 
y tres del artículo tercero de esta Orden.

f) Las facultades atribuidas al Ministro en el texto articu­
lado de la Ley de Funcionarios Civiles del Estado, de 7 de fe­
brero de 1964, salvo lo dispuesto en el artículo cuarto de esta 
Orden.

g) El despacho y resolución de cuantos expedientes y asun­
tos que, cualquiera que sea su índole, estén atribuidos al titular 
del Departamento por precepto legal, reglamentario o por otra 
disposición de carácter administrativo.

Art. 2.° Independientemente de las atribuciones que al Sub­
secretario de Orden Público confieren los Reales Decretos 1715/
1976, de 16 de julio, y 2614/1978, de 30 de octubre, quedan en 
él delegadas las siguientes atribuciones en materias a que se 
extiende la competencia de las Direcciones Generales de Segu­
ridad y de la Guardia Civil;

a) Autorizar y disponer los gastos de los servicios y todos 
los incluidos en los programas de inversiones públicas, dentro 
del límite de los créditos autorizados, y- la aprobación de ex­
pedientes de ejercicios cerrados, así como la facultad de inte­
resar del Ministerio de Hacienda la ordenación de los pagos, 
salvo lo dispuesto en el artículo tercero de esta Orden.

b) Las facultades que la Ley de Contratos del Estado y su 
Reglamento General confieren al titular del Departamento en 
materia de contratación, sin limitación de cuantía.

c) Resolver dentro de la vía administrativa, cuando no co­
rresponda a una autoridad inferior, los recursos que procedan 
contra las resoluciones de los citados Centros directivos.

d) Cuantas facultades otorgue al Ministro el Decreto 176/ 
1975, de 30 de enero, sobre indemnizaciones por razón del ser­
vicio, salvo lo dispuesto en los párrafos dos y tres'del artículo 
tercero de esta Orden

e) Acordar la retirada o retención de pasaportes con arreglo 
a lo dispuesto en el artículo 10 del Decreto 3276/1971, de 23 de 
diciembre, por el que se regula la expedición de pasaportes or­
dinarios a los españoles.

f) El despacho y resolución de cuantos expedientes y asun­
tos estén atribuidos al titular del Departamento por precepto 
legal, reglamentario o por otra disposición de carácter admi­
nistrativo.

Art. 3.° 1. Sin perjuicio'de las atribuciones que les confie­
ren los artículos 19 y 16 de la Ley de Régimen Jurídico de la 
Administración del Estado y de lo dispuesto en los Decretos 
1667/1960, de 7 de septiembre, y 1826/1961, de 22 de septiembre, 
citados, quedan delegadas en el Secretario general Técnico y 
en los Directores generales de Administración Local, de la 
Guardia Civil, de Política Interior y de Seguridad las siguientes 
facultades, dentro de los asuntos de los respectivos Centros 
directivos:

a) Siempre que su cuantía no exceda de 10.000.000 de pese­
tas:

— La autorización y disposición de los gastos ordinarios de 
los servicios de dichos Centros directivos, dentro de sus consig­
naciones presupuestarias, con la correspondiente facultad de 
contratación, así como las de interesar del Ministerio de Ha­
cienda la ordenación de los pagos correspondientes.

— La autorización y disposición de todos los gastos incluidos 
en los programas de inversiones públicas y la correspondiente 
facultad de contratación.



— La aprobación de expedientes de ejercicios cerrados por 
los diferentes conceptos presupuestarios.

b) Las facultades que se confieren al titular del Departa­
mento en la Ley y Reglamento de Contratos del Estado a efec­
tos de formalización del contrato y pago de su importe.

2. Se delega en el Director general de Administración Local, 
Jefe Superior del Servicio de Inspección y Asesoramiento de las 
Corporaciones focales, y en los Directores generales de la Guar­
dia Civil, de Política Interior, de Seguridad y Tráfico, así como 
en el Subdirector general de Seguridad, la facultad de nom­
brar comisiones de servicio con derecho a dietas dentro del 
territorio nacional, respecto a los Cuerpos, Escalas y personal 
de todas clases adscritos al Centro directivo respectivo, inclui­
dos, en su caso, el correspondiente a los Organismos autónomos, 
hasta el límite de los respectivos créditos.

Dicha facultad se delega igualmente en el Inspector general 
de las Fuerzas de Policía Armada respecto a las correspondien­
tes a los miembros de las citadas Fuerzas.

3. Las facultades a que se refiere el apartado dos anterior 
se delegan asimismo en el Inspector general del Ministerio 
respecto a los funcionarios no incluidos en dicho apartado,

Art. 4.° Se delegan en el Director general de Administración 
Local:

a) La concesión de autorizaciones a las Corporaciones Loca­
les sobre cambio de afectación jurídica, enajenación, permuta, 
cesión gratuita, constitución de derechos reales y otros gravá­
menes sobre bienes de aquéllas, instadas por las mismas y 
siempre que el valor de los bienes no exceda de 50.000.000 de 
pesetas.
, b) La autorización a las Corporaciones Locales para la ad­
quisición de valores mobiliarios a título oneroso, cuyo valor no 
exceda de 50.000.000 de pesetas.

c) La resolución de expedientes de provincialización y mu­
nicipalización de servicios cuando aquélla no esté reservada 
por la Ley al Consejo de Ministros.

d) La concesión de autorizaciones a las Corporaciones Lo­
cales para crear Organos especiales de administración para la 
prestación de servicios de las mismas en forma de gestión, di­
recta.

e) La autorización de los Reglamentos para la concesión de 
honores y distinciones por las Corporaciones Locales.

f) La aprobación de la división en distritos de los términos 
municipales.

Art. 5." Se delegan en ei Director general de Política Inte­
rior:

a) La facultad de declarar la incompetencia del Ministerio 
del Interior para entender en el reconocimiento y demás asun­
tos concernientes a las Asociaciones a que se refiere el ar­
ticulo segundo de la Ley de 24 de diciembre de 1964, así como 
en todas las cuestiones que se susciten con respecto a las so­
metidas a dicha Ley, en que no sea parte la Administración.

b) La facultad que corresponde al Ministerio del Interior 
respecto de las multas impuestas por los Delegados del Gobier­
no en Ceuta y Melilla, con arreglo a lo dispuesto en el artícu­
lo 22 de la Ley de Orden Público, de 30 de julio de 1959, modi­
ficado por la número 36/1971, de 21 de julio.

Art. 6.° Se delega en el Director general de Tráfico la fa­
cultad de resolver tanto los recursos de alzada que se inter­
pongan contra las sanciones impuestas por los Gobernadores 
civiles en materia de circulación, como los de reposición que, 
con carácter previo a la vía contencioso-administrativa, se in­
terpongan posteriormente contra sus propios acuerdos resol­
viendo en alzada.

Art. 7.° De las delegaciones otorgadas en los artículos an­
teriores se exceptúan:

a) Los asuntos que hayan de ser objeto de resolución por 
medio de Real Decreto y aquellos que deban someterse al 
acuerdo o conocimiento del Consejo de Ministros o de las Co­
misiones Delegadas del Gobierno.

b) Los que se refieran a relaciones con la Jefatura del Es­
tado, Consejo del Reino, Cortes, Consejo de Estado y Tribunales 
Supremos de Justicia.

c) Los que hayan sido informados preceptivamente por el 
Consejo de Estado o el Consejo de Economía Nacional.

d) Los que den lugar a la adopción de disposiciones de ca­
rácter general.

e) Los recursos de alzada que procedan contra los acuerdos 
de los Subsecretarios en materia de su competencia.

f) Suscitar conflictos ie atribuciones con otros Departamen­
tos ministeriales.

Art. 8.° Las resoluciones administrativas dictadas por las 
autoridades a que se re/iere la presente Orden en virtud de 
las delegaciones que en ella se les confiere agotarán la vía 
administrativa, salvo que una Ley especial autorice recurso 
ante el Jefe del Estado, el Consejo de Ministros o la Presidencia 
del Gobierno.

Art. 9.° Siempre que se haga uso de las delegaciones conte­
nidas en esta Orden deberá hacerse constar así en la resolu- 
ción pertinente.

Art. 10. Las delegaciones de atribuciones de la presente Ór-_ 
den no serán obstáculo para que el Ministro del Interior pueda 
avocar para si el conocimiento y resolución de cuantos asuntos 
considere oportunos.

Art. 11. Quedan derogadas las Ordenes ministeriales de 25 
de junio de 1965, 23 de julio de 1965, 19 de noviembre de 1968, 
18 de diciembre de 1968, 20 de diciembre de 1968, 12 de noviem­
bre de 1969, 24 de noviembre de ie69, 4 de diciembre de 1969, 
6 de octubre de 1971, 26 de junio de 1973, 16 de noviembre de 
1974, 11 de marzo de 1975, 15 de marzo de 1975, 12 de enero de 
1976, 14 de mayo de 1976, 14 de junio de 1976, 23 de septiembre 
de 1978, 31 de enero de 1977 y 25 de abril de 1977 sobre delega­
ciones de competencias en determinadas autoridades del Depar­
tamento.

Madrid, 15 de septiembre de 1977.

MARTIN VILLA

MINISTERIO DE LA VIVIENDA

23466 CORRECCION de errores del Real Decreto 1649/ 
1977, de 2 de junio, por el que se aprueba el Regla­
mento de las Cámaras Oficiales de la Propiedad 
Urbana.

Advertido error en el texto remitido para su publicación del 
citado Real Decreto, inserto en el «Boletín Oficial del Estado» 
número 163, de fecha 9 de julio de 1977, páginas 15437 a 15443, 
se transcribe a continuación la oportuna rectificación:

En el sumario, donde dice: «Real Decreto 1649/1977, de 2 de 
junio, por el que se aprueba el proyecto de Reglamento de las 
Cámaras Oficiales de la Propiedad Urbana», debe decir: «Real 
Decreto 1649/1977, de 2 de junio, por el que se aprueba el Re­
glamento de las Cámaras Oficiales de la Propiedad Urbana.

MINISTERIO DE TRABAJO

23467 ORDEN de 27 de agosto de 1977 por la que se 
da nueva redacción a los artículos sexto y 22 de 
la Ordenanza Laboral para las Industrias de Be­
bidas Refrescantes, aprobada por Orden de 14 de 
mayo de 1977.

Ilustrísimos señores:

Vistos los recursos de reposición formulados por la Agru-: 
pación de Trabajadores y Técnicos de Bebidas Refrescantes, 
Jarabes y Horchatas del Sindicato Nacional de Alimentación, 
y en su nombre don Femando Pérez Rodríguez, como Presi­
dente de la misma, con domicilio en San Felíu de Llobregat 
(Barcelona), calle Reverendo Teodoro Illeva, número 6, y por 
la Agrupación de Fabricantes de Bebidas Refrescantes del 
Sindicato Nacional de Alimentación, domiciliado en Madrid, 
paseo del Prado, número 18, planta 11, y en su nombre don 
Luis Beltrán Calvillo, como Presidente de la misma, contra 
la Orden ministerial de 14 de mayo de 1977, que aprobó la 
Ordenanza Laboral para las Industrias de Bebidas Refrescan­
tes, que se da aquí íntegramente por reproducida.


